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Procede la Sala a resolver la impugnación que interpuso el demandante Juan Diego Velásquez Vélez contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso de tutela que promovió contra la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. ESP. CHEC.





ANTECEDENTES





Aduce el accionante que mediante escritura pública No. 8770 del 21 de diciembre de 2006, otorgada en la Notaría Cuarta de Pereira, él y la señora Patricia Armel Giraldo compraron a la Sociedad Inversiones Pulgarín y Cia. Sociedad en Comandita por Acciones, un inmueble identificado como Bodega No. 7 de la zona industrial “La Macarena” del municipio de Dosquebradas, al que la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. ESP. presta el servicio de energía eléctrica.





El inmueble lo ocupaba como arrendataria la Sociedad Colortex Dosquebradas S.A.; ésta, en el año 2008 empezó a incurrir en mora en el pago de los cánones de arrendamiento; sus propietarios, a quienes se les había cedido el contrato de arrendamiento, entablaron demanda de restitución de inmueble arrendado; el 10 de septiembre del mismo año obtuvieron sentencia favorable a sus pretensiones, pero la demandada continuó con la tenencia del bien hasta el 23 de enero de 2009 cuando se pudo realizar la diligencia de entrega; tras el desalojo se pudo verificar  que el servicio de energía eléctrica se encontraba cortado y que la cuenta por tal concepto ascendía a $56.463.310; se solicitó a la entidad demandada la reconexión del servicio mediante petición del 10 de marzo de 2009, radicada bajo el No. 12728, con fundamento en el hecho de que la solidaridad se había roto porque el arrendatario del inmueble dejó de cancelar  el valor de los consumos y la empresa no suspendió  el servicio dentro del plazo establecido por la ley y porque entre ellos había un acuerdo de pago; el 31 de marzo siguiente se les envió una respuesta que nada tiene que ver  con el tema planteado, ni con los documentos remitidos y se les indicó que no procedía la reconexión porque no acreditaron la calidad de propietarios del inmueble, no se habían eliminado las causales de suspensión previstas por el artículo 142 de la Ley 142 de 1994 y porque la reclamación por facturación anterior a los cinco meses no procedía; el 26 de junio pasado nuevamente solicitaron  la reconexión, y la empresa les informó mediante oficio del 16 de julio que el servicio estaba suspendido por mora en el pago; que la solicitud ya había sido resuelta y frente a ella no se interpuso ningún recurso; que la única forma de restablecerlo era cancelando lo debido, además de los gastos de reinstalación.





En el mes de agosto nuevamente elevaron derecho de petición solicitando el rompimiento de la solidaridad, pero por causas diferentes a las invocadas en la primera, toda vez que encontraron documentos con los cuales se demuestra el desbordado incremento de la obligación del arrendatario; obtuvieron como respuesta que tal solicitud ya había sido resuelta, que no se interpusieron recursos y que el acto se encuentra en firme.





Alega que la entidad demandada incurrió en vía de hecho porque no obstante el contenido de los artículos 130 y 140 de la Ley 142 de 1994, toleró el comportamiento del arrendatario al no suspender el servicio de energía aunque se le comprobó fraude y no canceló de manera oportuna durante un gran período.  Transcribe una sentencia de la Corte Constitucional que considera aplicable al caso. 





Sostiene que la conducta desplegada por la CHEC, al no reconocer el rompimiento de la solidaridad, lesiona el derecho al debido proceso y el principio de la buena fe; además le causa un perjuicio inminente e irremediable porque se vieron obligados a instalar una planta eléctrica para poder arrendar el inmueble, por un pecio irrisorio, del que deriva lo necesario para su sustento y el de su familia.





Solicita se conceda el amparo, se ordene a la entidad demandada  declarar la ruptura de la solidaridad y efectuar las liquidaciones a  cargo de los propietarios del inmueble correspondiente a las tres primeras facturas, sin que se incluya el cargo a recuperación de energía por fraude y que cancelados los respectivos valores, se proceda a reconectar el servicio.





ACTUACIÓN PROCESAL





El Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, mediante providencia del 21 de septiembre de este año, admitió la demanda, dispuso vincular a la acción a la señora Patricia Armel Giraldo y ordenó  las notificaciones de rigor.





La citada señora manifestó adherirse a los hechos y pretensiones formulados por el actor.





El representante legal de la entidad demandada se pronunció mediante apoderado judicial. Expresó, en síntesis, que han respondido las peticiones que han elevado el demandante y la señora Patricia Armel y explicó que no se accedió al romper la solidaridad porque es obligación del peticionario demostrar la calidad de propietario y la existencia del contrato de arrendamiento, lo que no hicieron al formular la solicitud, ni dentro del término con que contaban para agotar la vía gubernativa, pues no interpusieron ningún recurso contra la respectiva decisión, y por ende quedó en firme de acuerdo con el artículo 62 del Código Contencioso Administrativo; que la CHEC S.A. ESP. está exigiendo el pago del servicio público desde el momento en que entró en mora, es decir, desde junio de 2007 y que la suspensión del servicio se produjo en noviembre de 2008.





Alega que no han lesionado derecho fundamental alguno, que el demandante acude a la tutela para “reactivar los recursos e instancias que no utilizó debidamente” y para negarse a pagar dineros generados en razón del servicio. Solicita se declare  improcedente.





La instancia culminó con sentencia proferida el 2 de octubre de 2009 en la que se negó el amparo reclamado.





Para decidir así, transcribió el funcionario de primera instancia extensa jurisprudencia constitucional y concluyó que el accionante tuvo la oportunidad de controvertir las decisiones de la entidad demandada mediante la interposición de los respectivos recursos por la vía gubernativa y no lo hizo. Además, que tampoco demostró que la no prestación del servicio de energía guarde relación de conexidad con derechos fundamentales, ni que exista un perjuicio irremediable porque su afectación es meramente patrimonial, toda vez que el inmueble tiene destinación comercial.





Impugnaron esa decisión el demandante y la vinculada, para lo cual relacionan nuevamente los hechos y pretensiones planteadas en la demanda inicial y resumen el contenido del fallo. Aducen además que en la primera petición elevada a la CHEC para que se rompiera la solidaridad, se invocó como causal que el arrendatario del inmueble dejó de cancelar el valor de los consumos y la empresa no le suspendió el servicio, sin mencionar el fraude que solo se alegó en la segunda petición, junto con los acuerdos de pago que celebró el arrendatario con la entidad, a la que se allegaron los documentos necesarios para acreditar la calidad de propietario del predio y la de la existencia del contrato de arrendamiento, pero la sociedad demandada no se pronunció al respecto y se limitó a decir que la solicitud ya se había respondido y a negar  los recursos. Pide se revoque la sentencia proferida y se acceda a las peticiones elevadas.





CONSIDERACIONES





El  objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.





Pretende  el accionante se proteja su derecho fundamental al debido proceso que considera lesionado porque la entidad demandada no se ha pronunciado sobre el rompimiento de la solidaridad que le ha propuesto por distintas razones, lo que le ha impedido obtener la liquidación a cargo del propietario, que no puede incluir la sanción por fraude impuesta al tenedor, y que le impide lograr la reconexión.





Por su parte, la autoridad demandada se defiende argumentando que se pronunció al negar la solicitud inicial porque no se aportaron los documentos necesarios para acreditar la calidad de propietario en el peticionario, ni la de arrendatario del incumplido; no interpuso los recursos oportunos y las demás peticiones que elevó en similar sentido se negaron porque ya fueron resueltas.





El artículo 140 de la Ley 142 de 1994 autoriza a las empresas prestadoras de los servicios públicos suspender el servicio por mora en el pago de las facturas, sin exceder dos periodos de facturación en el evento en que éste sea bimestral y de tres periodos cuando sea mensual y de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, en tal forma se brinda garantía a la empresa, que cuenta con un mecanismo legítimo para asegurar el pago del crédito; también a los propietarios de los inmuebles, cuando los arrendatarios incurran en mora en el pago de las respectivas obligaciones porque en esa forma se evita el incremento de la deuda.





El parágrafo del artículo 130 de la misma ley, modificado por el 18 de la ley 689 de 2001, establece en su parte pertinente:





“Partes del contrato. Son partes del contrato la empresa de servicios públicos, el suscriptor y/o usuario.





“El propietario o poseedor del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio son solidarios en sus obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos.





“…





“PARÁGRAFO. Si el usuario o suscriptor incumple su obligación de pagar oportunamente los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, el cual no excederá dos períodos consecutivos de facturación, la empresa de servicios públicos estará en la obligación de suspender el servicio. Si la empresa incumple la obligación de la suspensión del servicio se romperá la solidaridad prevista en esta norma".





Consagra esa disposición el principio de solidaridad entre las personas a que se refiere, la que se puede interrumpir si el usuario o suscriptor no atiende su obligación de pagar oportunamente los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, en dos períodos consecutivos y la empresa incumple la obligación de suspender el servicio.  Así lo ha precisado la Corte Constitucional en distintas providencias�.





De otro lado, el artículo 153 de la misma Ley 142 de 1994 enseña que es de la esencia del contrato de servicios públicos que el suscriptor o usuario pueda elevar peticiones a la empresa, relacionadas con el contrato de servicios públicos, las que como cualquier derecho de esa naturaleza deben ser debida y oportunamente resueltas.





Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional y es catalogado como el que tienen las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas para obtener  una pronta resolución de las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido.





Sobre tal derecho, ha dicho la Corte Constitucional�:





 “En este sentido, en Sentencia T-1089 de 2001, la Corporación realizó una síntesis de la jurisprudencia constitucional sobre las reglas básicas que rigen el derecho de petición, estableciendo, entre otros: (i)  el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi)En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.”





“Así mismo, en Sentencia T-957 de 2004, la Corte Constitucional señaló que el derecho de petición implica resolver de fondo la solicitud presentada y no solamente dar una respuesta formal. En efecto, la Corporación puntualizó:





“la Corte Constitucional se ha pronunciado en numerosas oportunidades sobre el contenido y el alcance generales del derecho de petición, en virtud del cual toda persona puede presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, y obtener una pronta resolución. Según se ha precisado en la doctrina constitucional, esta garantía constitucional “consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada”�. Asimismo, tal respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible�, “pues prolongar en exceso la decisión de la solicitud, implica una violación de la Constitución”�. 





“De la misma manera la Sentencia T-134 de 2006, estableció que obtener una respuesta de fondo, permite que el solicitante ejerza los recursos ordinarios, y por tanto, implica una protección al derecho fundamental de acceso a la justicia. Dijo la providencia: “De acuerdo con lo anterior, es claro que lo que se persigue es que el derecho de la persona obtenga una respuesta de fondo, clara y precisa, dentro de un término razonable que le permita, igualmente, ejercer los mecanismos ordinarios de defensa judicial, cuando no está de acuerdo con lo resuelto.”





“En conclusión, el derecho fundamental de petición consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.�





El Código Contencioso Administrativo que se encarga de regular ese derecho dice en el artículo 3º que las actuaciones administrativas se desarrollarán con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, publicidad y contradicción; el artículo 6º ordena resolver las peticiones en el término de quince días; el 9° expresa que toda persona podrá formular peticiones de interés particular, y el 31 ordena a las autoridades hacer efectivo el derecho de petición.





Surge de la actuación que mediante escrito de fecha 6 de marzo de 2009, el demandante solicitó a la entidad demandada proceder a la reconexión del servicio de energía eléctrica en la bodega No. 7 de la zona industrial La macarena II, sector La Badea del municipio de Dosquebradas. En subsidio solicitó le explicaran las razones jurídicas para no hacerlo, el trámite administrativo que debe adelantar para obtener la reconexión y los recursos que proceden contra la decisión respectiva�.





Fundamentó esas peticiones en la ruptura de la solidaridad que se produjo porque a pesar de que el arrendatario dejó de cancelar varias facturas por servicios públicos, no se produjo la suspensión por negligencia de la empresa y tampoco adoptó las medidas necesarias para evitar reconexiones fraudulentas, de conformidad con los artículos 140 y 141 de la Ley 142 de 1994.





La Profesional de Gestión, Peticiones, Quejas y Reclamos de la entidad demandada respondió mediante oficio de fecha 31 de marzo de 2009, en el que expresa que la cuenta a que se refiere la petición se encuentra a nombre de “Pulgarín y González”; que la obligación asciende a $54.251.870; que no procede la reconexión por rompimiento de la solidaridad porque no acreditó la calidad de propietario ni la de que el inmueble se encontraba arrendado; no se autorizó la reconexión porque no han sido eliminadas las causales de suspensión y que de acuerdo con el artículo 154 de la Ley 142, en ningún caso proceden reclamaciones  contra facturas que tengan más de cinco meses de haberse expedido y que por esos motivos no se modificará la facturación de la cuenta, “por considerar que no existe rompimiento de la solidaridad, como tampoco se autoriza la reconexión del servicio”.  Además se informó que contra esa decisión proceden los recursos de reposición y de apelación, para lo cual debe acreditar previamente el pago de las sumas que no han sido objeto de recurso o del promedio del consumo en los últimos cinco meses.�





El 12 de agosto pasado elevó el actor nueva petición a la entidad demandada, en la que solicita se reconozca el rompimiento de la solidaridad entre los propietarios del inmueble y el arrendatario,  con fundamento en los mismos hechos que relató en su inicial petición y además, porque mientras estuvo arrendado, la CHEC efectuó unas reparaciones de energía y suscribió dos acuerdos de pago sin la intervención de los primeros. A ese escrito dice anexar, entre otros documentos, el certificado de tradición del inmueble y copia del contrato de arrendamiento�. 





El 1º de septiembre siguiente se le respondió informándole que el 10 de marzo del año en curso elevó la misma solicitud de rompimiento de la solidaridad, la que fue resuelta de fondo el 31 siguiente, decisión que se le notificó el 3 de abril, sin que hubiese interpuesto recurso alguno, razón por la cual quedó en firme�.





En esa forma no pueden considerarse atendidas las solicitudes del accionante para que se reconozca que se produjo la ruptura del principio de solidaridad que consagra la Ley 142 de 1994, aduciendo para ello varias razones que la entidad accionada no ha analizado. Al contestar la primera se abstuvo de hacerlo porque no acreditó ser el propietario del inmueble a que se refiere en sus peticiones, ni la de haberlo dado en arrendamiento y al pronunciarse sobre la segunda, a la que se anexaron los documentos echados de menos, tampoco lo hizo con el argumento de que ya se había pronunciado de fondo al respecto, lo que no es cierto.





No ha emitido entonces la accionada una respuesta efectiva, clara y de fondo a las inquietudes planteadas por el actor; las que se han producido son meramente formales porque no se pronunció ni tangencialmente sobre los aspectos concretos que le fueron propuestos, ni contiene un análisis de las normas que el actor considera aplicables al caso concreto.





Así las cosas, aunque el actor no lo invocó de manera expresa, de lo hasta aquí expuesto se concluye que se lesionó el derecho de petición que resulta digno de protección y con ese fin se adoptarán las medidas que se consideren apropiadas para protegerlo





La Sala no puede acoger los planteamientos del señor juez de primera instancia para negar el amparo pedido, porque adujo que las solicitudes elevadas fueron resueltas y que frente a ellas no se  interpuso ningún recurso, porque se demostró que aún no se ha emitido pronunciamiento en relación con cada una de las razones expuestas para que se declare la ruptura de la solidaridad.





En consecuencia, se revocará la sentencia impugnada y se  le brindará la protección que reclama por medio de esta acción.





Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,





RESUELVE :


1.- REVOCAR los numerales primero y segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 2 de octubre de 2009, en la acción de tutela instaurada por el señor Juan Diego Velásquez Vélez contra la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. ESP. CHEC, a la que fue vinculada la señora Patricia Armel Giraldo. En consecuencia se ordena al señor Bruno Eduardo Seidel Arango, representante legal de la entidad demandada,  que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta a las peticiones sobre reconocimiento del rompimiento de la solidaridad elevadas por el demandante mediante escritos del 6 de marzo y 12 de agosto de 2009, analizando los argumentos que con tal fin se plantearon en los respectivos escritos.





2. Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.





3. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.





CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.





Los Magistrados.


	














CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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